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El tribunal de arbitraje «ad hoc» establecido según
el reglamento de arbitraje de la Comisión de las Naciones
Unidas para el derecho mercantil internacional; o

El Centro Internacional de Arreglo de diferencias rela-
tivas a inversiones (CIADI) creado por el «Convenio sobre
el arreglo de diferencias relativas a inversiones entre
Estados y nacionales de otros Estados», abierto a la firma
en Washington D. C. el 18 de marzo de 1965.

3. El arbitraje se basará en:
Las disposiciones contenidas en el presente Acuerdo

o en cualesquiera otros acuerdos vigentes entre las Par-
tes Contratantes;

Las normas y los principios universalmente aceptados
del Derecho Internacional;

El derecho nacional de la Parte Contratante en cuyo
territorio se haya realizado la inversión, incluidas las
reglas relativas a los conflictos de leyes.

4. Una Parte Contratante no podrá alegar como
excepción que el inversor ha recibido o va a recibir, en
virtud de una garantía o de un contrato de seguro, una
indemnización u otra compensación por la totalidad o
una parte de los daños en cuestión.

5. Las decisiones arbitrales serán definitivas y vin-
culantes para las partes en la controversia. Cada Parte
Contratante se compromete a ejecutar las decisiones
de conformidad con su legislación nacional.

Artículo XII. Entrada en vigor, duración y denuncia.

1. El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha
en que las Partes Contratantes se hayan notificado
mutuamente el cumplimiento de las respectivas forma-
lidades constitucionales exigidas para la entrada en vigor
de acuerdos internacionales. Permanecerá en vigor por
un período inicial de diez años y, por tácita reconducción,
por períodos consecutivos de dos años.

2. Cualquiera de las Partes Contratantes podrá
denunciar el presente Acuerdo previa notificación por
escrito seis meses antes de la fecha de su expiración.

3. Con respecto a las inversiones efectuadas antes
de la fecha de expiración del presente Acuerdo, las dis-
posiciones de todos los demás artículos del presente
Acuerdo seguirán estando en vigor por otro período de
diez años a partir de dicha fecha de expiración.

En fe de lo cual los plenipotenciarios respectivos fir-
man el presente Acuerdo.

Hecho por duplicado en Madrid el día 15 de julio
de 1998, en tres originales, en español, esloveno e inglés,
siendo todos ellos igualmente auténticos.

Por el Reino de España, Por la República
de Eslovenia,

Elena Pisonero Vojka Ravbar
Secretaria de Estado de

Comercio, Turismo y para la
Pequeña y Mediana Empresa Secretaria de Estado del

Ministerio de Relaciones
Económicas

El presente Acuerdo entró en vigor el 3 de abril
de 2000, fecha de la última notificación cruzada entre
las partes comunicando el cumplimiento de las respectivas
formalidades constitucionales, según se establece en su
artículo XII.1.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 28 de abril de 2000.—El Secretario general

técnico, Julio Núñez Montesinos.

8691 ACUERDO entre el Reino de España y la Repú-
blica de Estonia relativo a la readmisión de
personas, hecho en Tallinn el 28 de junio
de 1999.

ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚ-
BLICA DE ESTONIA RELATIVO A LA READMISIÓN

DE PERSONAS

El Reino de España y la República de Estonia, deno-
minados en lo sucesivo las Partes,

Deseosos de facilitar la readmisión de las personas
que no cumplan los requisitos legales para la entrada
o la permanencia en el territorio de la otra Parte Con-
tratante, así como el tránsito de dichas personas,

En un espíritu de cooperación y sobre la base de
la reciprocidad,

Teniendo en cuenta el Convenio de 4 de noviembre
de 1950 para la Protección de los Derechos Humanos
y de las Libertades Fundamentales,

Recordando los principios promulgados en la Con-
vención sobre el Estatuto de los Refugiados de 28 de
julio de 1951, modificado por el Protocolo de 31 de
enero de 1967;

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1. Definiciones.

A los efectos del presente Acuerdo se aplicarán las
siguientes definiciones:

1. Por «extranjero» se entenderá cualquier persona
que no sea nacional español ni estonio.

2. Por «permiso de entrada» se entenderá cualquier
visado, permiso de residencia/trabajo u otro tipo de
documento por el cual se autoriza a un extranjero a
entrar en el territorio de una de las Partes.

3. Por «Parte requerida» se entenderá la Parte que
deba readmitir a cualquier persona que no cumpla los
requisitos legales para entrar o permanecer en el terri-
torio de otra Parte o que deba permitirle el reingreso
en su territorio a petición de la otra Parte.

4. Por «Parte requirente» se entenderá cualquier
Parte que solicite a la otra Parte que readmita a las
personas que no cumplan los requisitos legales para la
entrada o la permanencia en su territorio a que deba
permitirles reingresar en el mismo o pasar a través de
él a petición de la otra Parte Contratante.

Artículo 2. Readmisión de nacionales.

Siempre que pueda probarse o presumirse válidamen-
te la nacionalidad de una persona, cada una de las Partes
Contratantes readmitirá sin formalidades adicionales a
sus nacionales que no cumplan los requisitos legales
para la entrada o la permanencia en el territorio de la
otra Parte.

Artículo 3. Readmisión de extranjeros.

1. Cada una de las Partes readmitirá, sin formali-
dades adicionales, a cualquier extranjero a quien en el
momento de la llegada se le haya denegado la entrada
en el territorio de la otra Parte o de quien puede pre-
sumirse válidamente que ha llegado directamente desde
el territorio de la Parte requerida. El regreso del extranjero
se efectuará sin demora en el primer medio de transporte
disponible.

2. Cada una de las Partes readmitirá, asimismo, pre-
via petición, a cualquier extranjero que haya entrado
ilegalmente en el territorio de la otra Parte cuando pueda
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probarse o presumirse válidamente que el extranjero ha
llegado directamente desde el territorio de la Parte reque-
rida.

Artículo 4. Readmisión de un extranjero por la Parte
responsable de la entrada.

1. En caso de que un extranjero que haya llegado
al territorio de la Parte requirente no cumpla con las
condiciones vigentes para la entrada, permanencia o per-
miso de residencia/trabajo y si ese extranjero está en
posesión de un permiso de entrada válido expedido por
la Parte requerida, esta Parte deberá readmitir al extran-
jero a petición de la Parte requirente. Si las dos Partes
hubieran expedido un permiso de entrada, la respon-
sabilidad recaerá sobre la Parte cuyo permiso de entrada
expire más tarde.

2. Cada una de las Partes Contratantes readmitirá,
a petición de la otra Parte, a cualquier extranjero apátrida
que haya entrado en el territorio de la otra Parte Con-
tratante valiéndose de un documento de viaje que auto-
rice a cualquier extranjero apátrida a regresar a la Parte
que haya expedido dicho documento. Esto mismo será
aplicable a todo extranjero apátrida que, inmediatamente
antes de su entrada en el territorio de la Parte requirente,
haya residido legalmente en el territorio de la Parte
requerida.

Artículo 5. Plazos.

1. Cada Parte Contratante responderá sin demora
a las peticiones de readmisión y, en todo caso, dentro
de un plazo máximo de diez días.

2. La Parte requerida se hará cargo sin demora de
las personas cuya readmisión haya sido acordada y, en
todo caso, en un plazo máximo de un mes. A petición
de la Parte requirente, este plazo podrá ampliarse en
caso de que surjan problemas jurídicos o prácticos.

Artículo 6. Plazos para la expiración de la obligación
de readmisión.

1. Toda petición de readmisión se remitirá a la Parte
requerida en un plazo de un año después de que la
Parte requirente haya constatado la entrada o la pre-
sencia no autorizada de un extranjero en su territorio.

Artículo 7. Tránsito.

1. Cada Parte permitirá a los extranjeros el paso
a través de su territorio como consecuencia de la eje-
cución de una orden de denegación de entrada o de
expulsión expedida por una autoridad competente de
la otra Parte, siempre que quede garantizada la con-
tinuidad del viaje hasta el Estado de destino.

2. La solicitud de tránsito se transmitirá directamen-
te entre las autoridades competentes de las Partes Con-
tratantes.

En la solicitud se hará constar los datos relativos a
la identidad y a la nacionalidad de la persona que lo
efectuará, a la fecha del viaje, al número de vuelo, a
la hora de llegada al aeropuerto del país de tránsito,
a la hora y a la fecha de partida hacia el país de destino,
a los documentos de viaje, al motivo de la solicitud y,
en caso necesario, los datos relativos a las personas
que integren la escolta.

3. Si el tránsito se efectúa con escolta, los integran-
tes de la misma no podrán abandonar la zona inter-
nacional de los aeropuertos de la Parte Contratante
requerida.

4. Se podrá denegar el tránsito en caso de que la
persona en cuestión esté sujeta a actuaciones penales
en esa Parte.

Artículo 8. Protección de datos.

En la medida en que se deban comunicar datos per-
sonales a efectos de la aplicación del presente Acuerdo,
dicha información atañerá únicamente a lo siguiente:

a) datos de la persona que haya de ser trasladada
y, en caso necesario, los de los miembros de su familia
como apellido, nombre de pila, cualquier nombre ante-
rior, nombres de pila de los padres, apodos o pseudó-
nimos, alias, fechas y lugar de nacimiento, sexo, nacio-
nalidad actual y anterior,

b) pasaporte, documento de viaje, salvoconducto o
cualquier otro documento de identidad,

c) otros datos necesarios para identificar a la per-
sona que haya de ser trasladada,

d) itinerarios y
e) permisos de entrada expedidos por una de las

Partes o por un tercer Estado y sus descripciones.

Artículo 9. Costes.

1. Los costes relacionados con el transporte de una
persona, a que se hace referencia en los artículos 2,
3 y 4, serán sufragados por la Parte requirente hasta
la frontera de la Parte requerida, a menos que los costes
deban ser sufragados por una empresa de transportes.

2. De conformidad con el artículo 7 los costes del
tránsito hasta la frontera del Estado de destino y, en
caso necesario, los costes derivados del viaje de regreso,
serán sufragados por la Parte requirente.

Artículo 10. Aplicación.

1. Las Partes se notificarán mutuamente, a través
de los cauces diplomáticos, las autoridades y personas
de contacto responsables de la aplicación del presente
Acuerdo. Asimismo, las Partes Contratantes se notifica-
rán mutuamente cualesquiera otras modificaciones en
relación con dichas autoridades o personas de contacto.

2. Las autoridades competentes se reunirán cuando
surja la necesidad y decidirán las medidas prácticas para
la aplicación del presente Acuerdo.

Artículo 11. Relación con otros acuerdos internacio-
nales.

Nada de lo dispuesto en el presente Acuerdo afectará
a los derechos y obligaciones de las Partes que se deriven
de lo dispuesto en otros acuerdos internacionales en
los que sean Partes.

Artículo 12. Disposiciones finales.

1. El presente Acuerdo entrará en vigor transcurri-
dos treinta días a partir de la fecha de la última nota
en la que se notifique a la otra Parte que se han cumplido
los procedimientos internos necesarios para su entrada
en vigor.

2. Cada Parte Contratante podrá dejar en suspenso
temporalmente, en todo o en parte, la aplicación del
presente Acuerdo, con excepción de su artículo 2, por
razones de seguridad estatal, de orden público o de salud
pública, mediante comunicación por escrito a la otra Par-
te. La adopción de la suspensión y la supresión de la
misma se notificará por vía diplomática y entrará en vigor
a partir de la remisión de la notificación a la otra Parte.

3. El presente Acuerdo podrá ser denunciado por
cada una de las Partes mediante notificación por escrito
y dicha denuncia surtirá efecto un mes después de la
fecha de la notificación.
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Hecho en Tallimm el 28 de junio de mil novecientos
noventa y nueve, en dos originales, en español y esto-
niano, siendo los dos textos, igualmente, auténticos.

Por el Reino de España, Por la República de Estonia,

Vicente Blanco Gaspar Toomas Hendrik Ilves
Embajador de España

en Estonia.
Ministro de Asuntos

Exteriores

El presente Acuerdo entró en vigor el 6 de febrero
de 2000, treinta días después de la fecha de la última
de las notas que comunicaban el cumplimiento de los
procedimientos internos necesarios, según se establece
en su artículo 12.1.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 28 de abril de 2000.—El Secretario general

técnico, Julio Núñez Montesinos.

8692 CORRECCIÓN de errores del Canje de Notas
entre el Gobierno de la República Federal de
Alemania y los Gobiernos del Reino de Dina-
marca, el Reino de España, la República Helé-
nica, la República Italiana, el Gran Ducado de
Luxemburgo, el Reino de Noruega, la Repú-
blica Portuguesa y la República de Turquía
sobre el Estatuto de sus Fuerzas durante
estancias temporales en la República Federal
de Alemania, firmado en Bonn el 5 de mayo
de 1997.

Advertido error en el Canje de Notas entre el Gobierno
de la República Federal de Alemania y los Gobiernos
del Reino de Dinamarca, el Reino de España, la República
Helénica, la República Italiana, el Gran Ducado de Luxem-
burgo, el Reino de Noruega, la República Portuguesa
y la República de Turquía sobre el Estatuto de sus Fuerzas
durante estancias temporales en la República Federal
de Alemania, firmado en Bonn el 5 de mayo de 1997,
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 20,
de 24 de enero de 2000, a continuación se transcribe
la oportuna rectificación:

Página 3065, columna izquierda, en la fecha del Canje
de Notas, donde dice: «hecho en Bonn el 5 de mayo
de 1977»; debe decir, «hecho en Bonn el 5 de mayo
de 1997».

Lo que se hace público para conocimiento general.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

8693 ORDEN de 8 de mayo de 2000 por la que
se adapta el Reglamento de la Real y Muy
Distinguida Orden de Carlos III a las circuns-
tancias y condiciones actuales.

El Decreto de 19 de enero de 1910 estableció en
su artículo 1 que las categorías de la Real y Muy Dis-
tinguida Orden de Carlos III se denominarían en lo suce-
sivo Caballeros del Collar, Caballeros Grandes Cruces,
Comendadores de Número con Placa, Comendadores
y Caballeros.

Por Real Decreto 2103/1983, de 4 de agosto, y en
virtud de la igualdad de derechos entre el hombre y
la mujer que la Constitución Española establece, se dis-
puso que la concesión de la Real y Muy Distinguida
Orden pudiera tener lugar a favor asimismo de las
Damas, en los grados que se determinasen. A su vez,
dicho Real Decreto facultó en su artículo 3 a la Pre-
sidencia del Gobierno, tanto para dictar las disposiciones
que la aplicación del mismo requiriese, como para adap-
tar a las condiciones y circunstancias de los tiempos
presentes el Reglamento de la Real y Muy Distinguida
Orden de Carlos III. Así, la Orden de 11 de octubre
de 1983 dispuso que, cuando la misma fuera concedida
a Damas, pudiera serlo en Banda del Collar, Banda y
Lazo de Dama, estableciendo asimismo la citada dis-
posición las insignias correspondientes a tales grados.

De acuerdo con el principio de igualdad de derechos
consagrado en la Constitución, y en consonancia con
soluciones similares adoptadas para otras condecoracio-
nes, se considera conveniente adecuar las denomina-
ciones de las categorías establecidas en el Reglamento
de la Real y Muy Distinguida Orden, haciéndolas apli-
cables tanto a hombres como a mujeres, y equiparar
a dichas nuevas categorías generales las condecoracio-
nes concedidas por aplicación de la normativa hasta aho-
ra en vigor.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 3 del Real Decreto 2103/1983, de 4 de agos-
to, dispongo:

Artículo 1. Denominación de grados de la Real y Muy
Distinguida Orden.

En aplicación de lo dispuesto en los artículos 1 y 3
del Real Decreto 2103/1983, de 4 de agosto, los grados
de la Real y Muy Distinguida Orden de Carlos III serán,
en todos los casos, los siguientes: Collar, Gran Cruz, Enco-
mienda de Número, Encomienda y Cruz.

Artículo 2. Equivalencias.

El grado de Banda del Collar concedido con ante-
rioridad a la entrada en vigor de la presente disposición
queda equiparado a Collar.

Los grados de Banda y Lazo de Dama quedan equi-
parados, respectivamente, a Gran Cruz y Encomienda
de Número.

Disposición transitoria única. Títulos e insignias ante-
riores.

Las equivalencias a que se refiere el artículo 2 anterior
no harán necesario modificar el título extendido en su
día. Asimismo, los cambios de denominación operados
por la presente disposición no afectarán al derecho a
seguir ostentando las insignias anteriores.

Disposición derogatoria única.

Queda derogada la Orden de 11 de octubre de 1983,
por la que se desarrolla el artículo 1 del Real Decre-
to 2103/1983, de 4 de agosto.

Disposición final única.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 8 de mayo de 2000.

RAJOY BREY


